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1.              Norma acusada
LEY 909 DE 2004
(septiembre 23)
Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones
[…]
TITULO VII
RETIRO DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS
ARTÍCULO 44. DERECHOS DEL EMPLEADO DE CARRERA ADMINISTRATIVA EN CASO DE SUPRESIÓN DEL CARGO. Los empleados públicos de carrera administrativa, que como consecuencia de la liquidación, reestructuración, supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias, o del traslado de funciones de una entidad a otra, o por modificación de planta de personal, se les supriman los cargos de los cuales sean titulares, tendrán derecho preferencial a ser incorporados en empleo igual o equivalente de la nueva planta de personal, y de no ser posible podrán optar por ser reincorporados a empleos iguales o equivalentes o a recibir indemnización. El Gobierno Nacional reglamentará el proceso de reincorporación y el reconocimiento de la indemnización. […]
 
2. Decisión
Declarar la EXEQUIBILIDAD de la expresión “carrera administrativa” contenida en el artículo 44 de la Ley 909 de 2004, “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, por el cargo examinado en la presente sentencia. 
 
3. Fundamentos de la decisión
La Corte determinó que los derechos reconocidos en el artículo 44 de la Ley 909 de 2004 a los empleados de carrera administrativa, en el evento de supresión de cargos –por liquidación, reestructuración, supresión o fusión de entidades, organismos o dependencias o de traslado de funciones de una entidad a otra o de modificación de la planta de personal- no constituyen una diferencia de trato injustificada y por tanto, no vulnera el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política. 
En efecto, a primera vista puede pensarse que como todos los empleados y funcionarios del Estado tienen el rango de servidores públicos, deberían tener el mismo trato por parte del legislador. Sin embargo, observó que la situación de los empleados inscritos en la carrera administrativa tiene varias peculiaridades que los distinguen de las otras categorías de servidores públicos. En primer lugar, hay que tener en cuenta que la Constitución de 1991 introdujo en el artículo 125 el régimen de carrera administrativa como un postulado estructural de la función pública y más aún, como un elemento definitorio de nuestra Carta Política. En virtud de este postulado, el ingreso y ascenso a los cargos de carrera se basa en el mérito y las calidades de los aspirantes y el retiro de los mismos obedece a calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, violación del régimen disciplinario o las demás causales previstas en la Constitución y la ley. Con ello, se busca garantizar de una parte, la igualdad de oportunidades para acceder al desempeño de cargos y funciones públicas (art. 4º y 53 C.P.) y de otra, asegurar la protección de los derechos subjetivos de los trabajadores a la estabilidad y permanencia en el cargo y los beneficios propios de la condición de empleado escalafonado. Al mismo tiempo, tiene el propósito de lograr que la función pública se ejerza de manera eficiente y eficaz. Con todo, el derecho a la estabilidad laboral de los empleados de carrera no es en manera alguna absoluto, pues la misma Constitución fija las causales de retiro del servicio. 
En ese orden, la Corte advirtió que aunque todos los empleados tiene la categoría de servidores públicos, su situación no es exactamente la misma, pues al paso que los empleados inscritos en el Régimen de Carrera Administrativa han sido sometidos a un estricto mecanismo de selección sustentado en el mérito y en el concurso, los demás empleados o servidores no lo han hecho. La igualdad se predica entonces, de las personas que además de ostentar el cargo de empleados públicos se encuentren inscritos en dicho Régimen. A su vez, este criterio justifica que el legislador pueda establecer ciertas prerrogativas -una de las cuales es la de la estabilidad reforzada- a los empleados de carrera, sin que tenga que hacerlas extensivas a los demás empleados públicos . Dichos privilegios, como el de tener derecho preferencial a ser incorporado en empleo igual o equivalente en la nueva planta, cuando el cargo de que es titular es suprimido y de optar, cuando ello no es posible, por ser reincorporado a empleo igual o equivalente o a recibir una indemnización, según lo establece el artículo 44 acusado parcialmente de la Ley 909 de 2004, tiene entonces fundamento en la Constitución (art. 125) y obedecen a un fin legítimo desde la perspectiva constitucional, cual es el de incentivar la instauración del Régimen de Carrera Administrativa. 
En cuanto se refiere a los empleados que han sido nombrados de manera provisional en cargos de carrera, la jurisprudencia constitucional ha distinguido dos aspectos. De una parte, la realidad demuestra que el número de personas nombradas de manera provisional en cargos de carrera es muy extenso, pues la implementación de los concursos ha sido lenta, lo que ha llevado a tutelar en múltiples ocasiones los derechos de estas personas y de otra, ha conducido a que la Corte precise que ellas gozan de una protección intermedia, esto es, que no las asimila a la que les corresponde a quienes – por medio del concurso y del mérito- han ingresado a un cargo de carrera en propiedad, pero que tampoco las hace equiparables a los funcionarios de libre nombramiento y remoción. En consecuencia, la Corte Constitucional ha amparado de manera reiterada el derecho de las personas nombradas provisionalmente en cargos de carrera administrativa, a la garantía del debido proceso y ha ordenado que los actos por medio de los cuales se declara insubsistentes a estas personas sean motivados, pues de lo contrario no tendrían estas personas como acudir ante la jurisdicción contencioso administrativa para controvertirlos. 
Visto lo anterior, el punto en el que se equiparan los funcionarios inscritos en el régimen de carrera administrativa y los empleados que desempeñan de manera provisional un cargo de carrera, es la obligación de motivar los actos administrativos en caso de que tales servidores sean declarados insubsistentes. Empero, ello no puede conducir a pensar que existe una identidad entre la circunstancia propia de los empleados inscritos en el régimen de carrera y quienes no lo están así de manera provisional, ocupen un cargo de carrera, pues se trata de una situación transitoria mientras se realiza la selección prescrita por la Carta Política. 
Es por este motivo que la jurisprudencia ha deslindado la situación de estas personas y la ha diferenciado tanto de aquella propia de las personas inscritas en cargos de carrera como de la de los empleados de libre nombramiento y remoción. Por lo tanto, la estabilidad de un funcionario nombrado en provisionalidad en un cargo de carrera se concreta en que al ser desvinculado se le indique específicamente las razones de su declaración de insubsistencia, sin extenderse más allá.
A partir de lo expuesto, la Corte consideró que la disposición prevista en el artículo 44 de la Ley 909 de 2004 no trae como consecuencia la desprotección de los empleados públicos que ejercen de manera provisional un cargo de carrera. Esta acusación carece de sustento, pues, como se indicó, dichos servidores no se encuentran en la misma situación en la que se hallan los empleados públicos inscritos en el régimen de carrera. Por consiguiente, la expresión “carrera administrativa” del artículo 44 de la Ley 1909 de 2004, fue declarada exequible, por el cargo analizado.

